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SENTENCIA DEFINITIVA N150610                         JFSS N 4               SALA II
En la ciudad autónoma  de Buenos Aires, a los 5 de julio de 2013                      ,  reunida la Sala Segunda de la Excelentísima Cámara Federal de la Seguridad Social para dictar sentencia en estos autos: “ROGGERO CARLOS HUGO  C/EN-M° DEF.- ARMADA ARGENTINA  S/PERSONAL MILITAR Y CIVIL DE LAS FFAA Y DE SEG"; se procede a votar en el siguiente orden:
EL DOCTOR LUIS RENÉ HERRERO DIJO:
Surge de autos que la parte actora promovió demanda contra el Estado Nacional -Ministerio de Defensa-  a fin que se le otorgue el beneficio que establece el decreto n 1244/98, con fundamento en su doble categoría de ex combatiente de Malvinas y de empleado de la Administración Pública Nacional, de acuerdo a lo normado por la Ley 23.109 y decreto 509/88.
La Sra. Juez a cargo  del Juzgado Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social n 4 hizo lugar a  la pretensión del accionante. Para ello, concluyó que la condición determinante para el cobro del adicional reside en el haber combatido en el cuadro de operaciones antes citado.
La demandada-Estado Mayor General de la Armada- afirma que el reclamo de la contraria resulta totalmente inadmisible, en razón de que se trata del reconocimiento de un derecho que no se encuentra expresamente establecido por la norma que se invoca. Sostiene que las exigencias de, por un lado, haber participado efectivamente en el T.O.A.S y por el otro, el desempeñarse en la administración pública al momento de la entrada en vigencia del Decreto 1244/98 son necesarias y deben darse simultáneamente.
Por su parte, la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, cuestiona la falta de claridad en la sentencia apelada de quien es el obligado al pago de la condena y el rechazo de las excepciones opuestas por su parte. Asimismo, sostiene que no se cumple con los requisitos para obtener el beneficio en cuestión y se agravia de la imposición de las costas. 
En orden a la cuestión puesta bajo estudio, conviene señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha convalidado el cambio de criterio de los jueces cuando en su afanosa búsqueda de la escurridiza verdad jurídica objetiva , descubren un sendero más directo y seguro que no dudan en transitar , espoleados por el mandato de la prudencia jurídica (v.Fallos 255:313; 235:267 etc. y con fecha 21-3-06, en los autos “Barreto, Alberto Damián y otro c/Buenos Aires Provincia y otros s/daños y perjuicios, considerando n 4).
Sentado ello, el art.1 del decreto 1244/98 determina que: “Establécese un complemento mensual equivalente al OCHENTA Y CINCO POR CIENTO (85%) de la asignación básica correspondiente al Nivel E del Agrupamiento General del Convenio Colectivo de Trabajo Sectorial del Personal del SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO PUBLICO (S.I.N.E.P.), homologado por Decreto Nº 2098 del 3 de diciembre de 2008, o de su similar equivalente del futuro ordenamiento convencional o normativo que lo reemplace, para el personal de la Administración Pública Nacional que acredite la condición de excombatiente en las acciones bélicas desarrolladas en el teatro de operaciones del Atlántico Sur, entre el 2 de abril y el 14 de junio de 1982”.
El quicio de la cuestión a resolver, a mi ver, nos formula la siguiente pregunta: ¿el beneficio instituido por el decreto citado recompensa la condición de empleado de la Administración Pública Nacional o, por el contrario, premia a aquellos que defendieron la soberanía nacional en el conflicto que enfrentó a nuestro país con el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte?.
Para desentrañar el interrogante planteado en la especie, resulta oportuno tener presente los fines tuitivos que informan la materia que nos ocupa, de acuerdo a la particular naturaleza que ostentan los derechos en juego, que se encuentran alojados en el art.14 bis de la Constitución Nacional, que les brinda su protección. Al respecto, el Tribunal Cimero ha señalado que es deber de los jueces guiarse con la máxima prudencia en la interpretación de las leyes previsionales, especialmente cuando el ejercicio de esa función pueda conducir a la pérdida de algún derecho (Fallos 272:139) y que siempre, en caso de duda, debe estarse a la postura que concede y no a la que deniega la prestación jubilatoria (Fallos 280:75; 294:94; 303:857).
De la prueba rendida en autos, surge que el ex Cabo Segundo Roggero, tripulante del buque clase “AVISO” COMANDANTE GENERAL IRIGOYEN, fue movilizado durante el conflicto naval a la zona de la Isla Grande de Tierra del Fuego y fue sindicado para la búsqueda y defensa de los sobrevivientes del hundimiento del Crucero General Belgrano, por lo que cabría reconocerle calidad de ex - Veterano de Guerra de Malvinas.
Ello así, por cuanto a pesar de no haber entrado en combate directo con el enemigo, las secuelas derivadas de la ansiedad y el miedo provocado por la constante tensión nerviosa, y el estado de alerta permanente, son evidentes. Tanto es así que fue licenciado en el Hospital Naval, con expediente psicológico por esa causa lo que provocó la interrupción de su carrera en la Armada Argentina.
Es propicio recordar que el art.74 de la ley 19.101 dispone que: “Cualquiera sea la situación de revista que tuviera el personal en el momento de su pase a situación de retiro, el haber de retiro se calculará sobre el 100% de la suma del haber mensual y suplementos generales a que tuviera derecho a la fecha de su pase a situación de retiro o de su cese en la prestación de los servicios a que se refiere el art.62, en los porcentajes que fija la escala del art.79. Asimismo, dicho personal percibirá con igual porcentaje cualquier otra asignación que corresponda a la generalidad del personal de igual grado en actividad”.
Ahora bien, el subsidio que el decreto 1244/98 establece  ha tenido una finalidad necesariamente reparadora, tratando de procurar con ello una especie de compensación  para aquellos que -soportando una infinidad de penurias que son por todos conocidas y de las que resulta innecesario en este marco abundar-  pusieron en juego su vida en pos de la recuperación de las Islas Malvinas durante el conflicto bélico de 1982.
Por ello, sin dejar de lado que la exégesis de la ley requiere siempre extrema cautela (Fallos 272:258; 285:440),  no cabe interpretar las disposiciones del decreto n 1244/98 sino con un sentido amplio, apartando de la faena jurisdiccional cualquier estorbo formal que  impida a  los jueces arribar a una decisión -dentro del abanico de todas las potenciales variantes-  que aparezca como la más beneficiosa para los peticionarios.
A la luz del criterio plasmado, se advierte, según mi parecer,  con suma claridad que la condición de ex-combatiente resulta ser el requisito capital para la obtención del suplemento reclamado.
Cabe destacar que,  en un caso análogo al de estudio, se ha expedido la Sala I de este Tribunal en los autos “Pita Augusto Axel y otros c/Estado Nacional-Ministerio de Defensa-s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de SEG.”, sent.def.n 111302 del 30/09/2004 ; en autos  “Ortiz Carlos Omar c/ Estado Nacional-Ministerio de Defensa-s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de SEG.”, sent.def.n115155 del 09/09/2005 y recientemente esta Sala en “Luján Luis Argentino c/Estado Nacional-M de Defensa -Armada Argentina - s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg” sent.def.n 118994 del 11.10.06 expte.15753/2004.
Al recurso interpuesto por la tercera citada:
En cuanto a la primera queja planteada, cabe señalar que el art. 4 del citado decreto, establece que el gasto que demande el cumplimiento de la presente normativa, se imputará a las partidas específicas del Presupuesto de cada entidad o jurisdicción. Las respectivas jurisdicciones o entidades deberán gestionar las modificaciones presupuestarias que fueren menester, dentro de su propio presupuesto y con sujeción a las normas legales y reglamentarias que regulan la materia. En consecuencia, corresponde estar a lo allí dispuesto.
Con relación al segundo planteo esgrimido, debe hacerse notar que no es competencia de esta parte determinar si se han cumplidos o no los extremos necesarios para el reconocimiento de las calidades y condiciones exigidas por la normativa en que el actor funda su pretensión. En efecto, el actor no ha demandado a la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, por lo que la condena que resulta contra ella se torna improcedente atento que no se observa que la aquí recurrente sea titular de la relación jurídica sustancial en que la se sustenta la pretensión (fallos 310:2943)
                     Respecto de las demás cuestiones introducidas, en virtud de la forma en que se resuelve deviene abstracto expedirse al respecto.
En lo que atañe a las costas generadas por el presente litigio, considero que el caso ha de regirse por el principio general en la materia: las mismas "se imponen al vencido" (art. 68 C.P.C.C.N.).
Al respecto la doctrina ha señalado que tal principio se basa en que las costas procesales representan los gastos que las partes se ven obligadas a efec​tuar como consecuencia de la sustanciación del litigio y comprenden tanto el abono de las tasas judiciales como la satisfacción de los honorarios de los letrados, peritos, y las erogaciones efectuadas para la producción de medidas probatorias o de otra índole, por lo que, en principio y dentro de nuestro sistema positivo,  deben ser soportadas por la parte perdidosa como consecuencia práctica del hecho objetivo de la derrota, y ello siguiendo una directriz axiológica en virtud de la cual "se debe impedir, en cuanto sea posible, que la necesidad de servirse del proceso para la defensa del derecho se convierta en daño de quien se ve constreñi​do a accionar o defenderse en juicio para pedir justicia" (conf. Palacio, Lino E. "Derecho Procesal Civil", T. III, pág. 366; Fassi y Yañez "Código Procesal Civil y Comercial " T. I, pág. 68).   
Por otro lado, cabe señalar que en el trámite de autos se ha prescindido de la modalidad instaurada por el art.15 de le ley 24.463 razón por la que no resulta de aplicación lo dispuesto por el art.21 de la citada normativa, sino las disposiciones contenidas en el C.P.C.C.N.
Por todo lo expuesto y habiendo dictaminado el Sr. Representante del Ministerio Publico, voto por:1) Confirmar la sentencia recurrida en los términos que anteceden; 2) Imponer las costas a la parte demandada, ello por aplicación estricta  del principio general que rige en la materia que surge del art.68 del C.P.C.C.N  y 3) Regular los honorarios de la parte actora por su actuación en esta instancia en el 25% de la suma que perciba por su desempeño en la instancia anterior (art.14 sgtes.de la ley 21.839 mod.por ley 24.432)
LOS DOCTORES EMILIO LISANDRO FERNANDEZ Y NORA CARMEN DORADO DIJERON:
Adherimos al voto que antecede.
Por todo lo expuesto, a mérito de lo que resulte del voto de la mayoría habiendo dictaminado el Sr. Representante del Ministerio Publico, el Tribunal RESUELVE:1) Confirmar la sentencia recurrida en los términos que anteceden; 2) Imponer las costas a la parte demandada, ello por aplicación estricta  del principio general que rige en la materia que surge del art.68 del C.P.C.C.N  y 3) Regular los honorarios de la parte actora por su actuación en esta instancia en el 25% de la suma que perciba por su desempeño en la instancia anterior (art.14 sgtes.de la ley 21.839 mod.por ley 24.432)
Regístrese, Notifíquese y oportunamente remítase.
 
 
 
         EMILIO LISANDRO FERNÁNDEZ                              LUIS RENÉ HERRERO
             JUEZ DE CÁMARA                                         JUEZ DE CÁMARA
 
 
 
                                                 NORA CARMEN DORADO
                                                    JUEZ DE CÁMARA
                                                                    
 
 
Ante mi:
              AMANDA LUCIA PAWLOWSKI
                 Secretaria de Cámara
